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Acta N° 170 de mayo 4 de 2009
  



En la fecha,  siendo las tres y treinta de la tarde (3:30 p. m.), día y hora señalados para llevar a cabo la audiencia de que trata el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil en este proceso verbal (cesación de efectos civiles de matrimonio católico) promovido mediante apoderada judicial por Rodrigo Antonio Cano Hernández contra Luz Myriam Román Cardona, se reunieron los Magistrados Jaime Alberto Saraza Naranjo, Fernán Camilo Valencia López y Claudia María Arcila Ríos, integrantes de la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, en asocio de la secretaria, con el fin indicado, para lo cual el Magistrado Ponente declara abierto el acto, al que no han comparecido ni las partes ni sus apoderados. Se procede a decidir la consulta de la sentencia dictada por el Juzgado Cuarto de Familia de esta ciudad el pasado 24 de marzo, de acuerdo con el proyecto presentado y aprobado, según la citada acta.
  



ANTECEDENTES




Por intermedio de mandatario judicial, solicitó el demandante que se decretara la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico celebrado con Luz Myriam Román Cardona; que se ordenara la inscripción de la sentencia en el libro de registro del matrimonio; se declarara la disolución y liquidación definitiva de la sociedad conyugal, y se condenara en costas a la demandada.

  



Las pretensiones se fundamentaron en que la pareja contrajo matrimonio religioso el 29 de diciembre de 1975; de esa unión no existen hijos menores de edad; el último domicilio común, que lo conserva el cónyuge, fue en esta ciudad hasta el año 1978, porque se encuentran separados de cuerpos de hecho hace más de 30 años.
  



El libelo se admitió con auto del pasado 2 de septiembre en el que se dispuso el traslado de rigor, surtido por medio de curador ad-litem, previo emplazamiento de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 318 del C. P. C., modificado por el 30 de la Ley 794 de 2004, auxiliar que aceptó como cierto el hecho primero y remitió a pruebas los demás, pero no se opuso a las pretensiones en la medida que resultaran probados los fundamentos de hecho y de derecho en que se cimentaba la demanda.
  



Se señaló fecha para la práctica de la diligencia de que trata el artículo 430 del C. de P. Civil, en la que no fue posible conciliar; los hechos y pretensiones no sufrieron modificación, se decretaron y practicaron las pruebas solicitadas y la que de oficio se estimó conducente, se corrió traslado a las partes para alegar, derecho del que hicieron uso, y se profirió el fallo en el que halló el juzgado estructurada la causal de divorcio invocada, decisión que en vía de consulta se revisa al haber resultado adverso a la demandada. 

   



En esta instancia no hubo intervención de las partes y se procede a decidir lo pertinente, previas las siguientes: 

CONSIDERACIONES
  



Concurren todos los presupuestos procesales en este asunto, y no se vislumbra causal alguna que pueda invalidar la actuación. Por otra parte, la legitimación de las partes, tanto por activa como por pasiva, se infiere de la copia del registro civil de matrimonio allegado con la demanda que obra a folio 8 del cuaderno principal, en el que consta que la boda se realizó el 29 de diciembre de 1975.





Pretende el actor mediante esta acción obtener que se declare la cesación de los efectos civiles de ese vínculo, porque está separado de hecho de su consorte desde hace más de 30 años, es decir, con fundamento en la causal prevista en el numeral 8° del artículo 6° de la Ley 25 de 1992, que reformó el artículo 154 del C. Civil, esto es “... La separación de cuerpos, judicial o de hecho, que haya perdurado por más de dos años.”





Para probar el supuesto de hecho, se recepcionaron las declaraciones de Carlos Alberto Pineda Álvarez, Consuelo Cano de Pineda y Luz Dary Díaz, en su orden, cuñado, hermana y actual compañera permanente del demandante. 

  



De esos testimonios, sin desechar los restantes, se destaca el de la señora Luz Dary Díaz Correa, como que en su calidad de compañera permanente del señor Rodrigo Antonio Cano Hernández, con quien procreó dos hijos, ofreció plena certeza de lo narrado en la demanda; es así como precisó que hace 27 años convive con el actor y que no han llegado a separarse; que no conoce a la demandada ni tiene idea del lugar dónde pueda estar, además de que le consta en forma directa que Rodrigo y Luz Myriam no han tenido ninguna clase de comunicación desde la separación aludida en el libelo.
   



Diciente esta versión, porque proviene de quien está al lado del actor desde hace algo más de 27 años, conocedora de primera mano del estado de separación de los consortes y de que no ha habido reconciliación entre ellos desde un tiempo más que considerable para estructurar la causal que sirve de fundamento a las pretensiones de la demanda.
  



A su dicho se pueden sumar las versiones de Carlos Alberto Pineda y Consuelo Cano de Pineda, que por su cercanía con el demandante para el momento de la ruptura del vínculo, por la relación familiar que entre ellos existe, se enteraron de que la demandada abandonó su hogar y no dejó rastro alguno que permitiera saber de su paradero, en época que coincide con aquel relato. 
  



Ninguna duda cabe de que se ha estructurado la causal aducida, como quiera que tal rompimiento supera en mucho los dos años que la ley exige para dar paso al divorcio.

   



Había lugar, entonces, a acceder a las pretensiones incoadas, como lo hizo el juez de primera instancia, independientemente de quién pudiera ser el cónyuge culpable por tratarse de una cuestión de carácter objetivo, lo que se erige en razón suficiente para que se confirme la decisión, como en efecto se hará.

  



No habrá condena en costas en esta instancia por el grado jurisdiccional que se resuelve.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la  República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, el 24 de marzo de 2009, en el proceso verbal (cesación de efectos civiles de matrimonio católico) promovido por Rodrigo Antonio Cano Hernández contra Luz Myriam Román Cardona.
Sin costas.

Lo aquí decidido se notifica a las partes en la forma dispuesta por el artículo 325 del C. de P. Civil. 
No siendo otro el objeto de esta audiencia, se termina y firma en constancia por quienes en ella  intervinieron, una vez  leída y aprobada.

  



Los Magistrados,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

  



La Secretaria, 





MARÍA CLEMENCIA CORREA MARTÍNEZ
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